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INTRODUCCION
Entendemos que en  la construcción de una sociedad plenamente  justa debe mediar la acción de un estado eficiente y equitativo que le asegure a sus integrantes  –a través de los diversos modos de gestión-  servicios esenciales que sirvan  como instrumentos niveladores de las desigualdades de origen: salud, educación, vivienda adecuada (agua saludable, energía, tratamiento de residuos)  ambiente sano, justicia y seguridad. 

En este contexto,  la cuestión del acceso al agua saludable –como concepto más amplio que potable- constituye un eje central en el planteo de lo público; pues tiene un alto impacto desde  lo   social, político, económico, cultural, ambiental, institucional y jurídico. 

En materia de servicio de agua potable y saneamiento,  las reformas económicas de los noventa han dejado en el país una diversidad de situaciones con relación a los modos de prestación, pero siempre bajo formas de monopolios:   empresas privadas, públicas y en otros casos cooperativas.

Tal situación nos condujo a replantearnos la tensión existente entre la importancia  vital del recurso, su caracterización como derecho humano y  el rol que le compete al estado en la regulación de un  servicio que tiene su ratio en un elemento vital y que es natural y legalmente prestado en condiciones de monopolio. ¿Es posible construir relaciones equitativas en este marco? ¿Cuál es el rol del estado?   

En consecuencia, en la presente ponencia se planteará de qué modo el derecho, como instrumento del poder público en pos de la “equidad”  puede articular   los tres ejes que la cuestión suscita: a) el valor del agua como recurso y derecho humano,  b)el papel del estado en la prestación de este servicio público esencial y c)la caracterización del citado servicio como monopolio.

Resurgen así cuestiones referidas a la intervención del estado en la economía, la  relación entre esta última y el derecho, las tradicionales posiciones en materia de regulación pública de los mercados; todas ellas problemáticas a la que le incorporamos la nueva concepción del acceso al agua como derecho humano,  en una sociedad asechada por las desigualdades sociales, el deterioro de los recursos naturales    la necesidad   creciente de contar con  un estado presente y la constante búsqueda de la armonía social. 

En el abordaje del tema, en primer lugar, describiremos el escenario actual, luego aspectos doctrinarios  vinculados a la importancia del recurso y los usos del agua, analizando el denominado derecho al agua, para luego, en la última parte articular los aspectos constitucionales y legales que permitirían armonizar el escenario monopólico con los intereses y derechos de los usuarios en un marco de razonabilidad y  equidad. 

EL ESCENARIO ACTUAL:
Las tradicionales discusiones  filosófico – políticas  acerca de la regulación y participación del estado en la economía retoman hoy fuerza en la materia que nos ocupa: el acceso al agua saludable. Y no constituye un dato menor  que la temática se  vincule con lo económico puesto que en la mayoría de los países Latinoamericanos –entre ellos Argentina- a partir de los años noventa se inició un proceso de privatizaciones masivo que involucró en la transferencia al sector privado de la gestión, organización y prestación del servicio público de agua potable. 

Se ha sostenido 
 que entre los principales argumentos que se brindaron a favor de la privatización del servicio (en rigor de verdad concesión) se encuentran los siguientes: a) la idea de que el mercado asignará más eficientemente este recurso escaso y esencial b) Ineficiencia de las empresas públicas en la prestación  del servicio, debido:  a la falta de inversión en  infraestructura  y mantenimiento del sistema, descalabros financieros debido a falta de medición del consumo, y control de consumidores, tarifas desajustadas con los costos y costes, personal excesivo así como intervención de la política y de los políticos. 

Ahora bien, el monopolio existente no se desarrollo a partir del proceso privatizador, sino que,  desde sus inicios el servicio de agua potable fue prestado en tales condiciones. Fue sólo que hasta los años noventa el sistema operó a través de empresas públicas: Obras Sanitarias de la Nación y posteriormente empresas provinciales que tomaron a su cargo el servicio público una vez operada  la transferencia desde la Nación. 

Los escenarios pos-noventa son disímiles: del estado interventor y regulador caminamos hacia el estado prácticamente ausente. La norma jurídica  madre a nivel nacional fue la Ley 23696, descripta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación como un “verdadero estatuto de las privatizaciones.
Asimismo también se han esgrimido sólidos argumentos en contra de la privatización de los sistemas de agua potables, tales como el carácter de “bien público del agua” –que en a todo evento desde el punto de vista económico podríamos definirlo como bien preferente”-  y la calidad de “derecho humano” del acceso al agua limpia, por lo que es inmoral su comercialización y asignación a través del mercado lucrativo. 

En materia de agua y saneamiento operaron transferencias a empresas privadas a nivel Nación –Aguas Argentinas luego reestatizada- y también en las provincias. Algunas de ellas –Santa Fe - han retomado la gestión estatal y otras continúan concesiondas –Corrientes y Salta-. A su vez las situaciones intraprovinciales también son diversas puesto que  algunas localidades de las provincias que  han otorgado concesión, tal vez por no ser mercados tentadores,  continúan bajo el ala de la prestación pública. Así sucede en Corrientes, por ejemplo, o en Misiones donde en localidades muy importantes el sistema es provisto por cooperativas locales. Notable ha sido el caso de la Provincia del Chaco, en donde en el año 1994, a pesar de la imperante ola privatizadora, luego de un referendum popular, se optó por continuar con el sistema de prestación estatal incorporando en el texto de la Constitución el carácter estatal de los servicios públicos.

Ahora bien, más  allá del multifasético escenario descripto, el eje característico  de la cuestión es el mismo en la mayoría de los distritos del país: condiciones de monopolio en la prestación de un servicio vital y la necesidad de garantizar equidad en la trama de relaciones existentes entre los usuarios y las entidades prestadoras (públicas y privadas). Claro está, siempre que valoremos al agua en su dimensión de recurso esencial y a su vez, reconozcamos a los servicios públicos como instrumentos de desarrollo social.

LA VALORACIÓN DEL AGUA COMO  DERECHO HUMANO
Podemos afirmar que el agua constituye hoy un recurso muy preciado y por el otro, ya no una mera necesidad factible de ser prestada por el mercado puramente, sino que es  un derecho esencial, cuando no humano. 

En la formulación de su concepto debemos tener presente los distintos usos o funciones del agua, entre los que destacamos al agua como derecho humano. En tal sentido,  la tomamos con relación a sus funciones básicas de alimentación e higiene; es decir, mecanismos elementales en materia de desarrollo humano y social que el estado no puede soslayar en el diseño de sus políticas públicas. 

Al respecto tenemos que más de 1.000 millones de personas no tienen fácil acceso al agua potable en el mundo y aún menos a un precio razonable. Mas de 2500 mil millones no poseen ningún medio de tratamiento.
 En Argentina ocho millones y medio de habitantes no cuentan con red de agua potable y más de 21 millones no disponen de desagües cloacales, según un informe del Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (Cippec).

Explica Pedro Arrojo Agudo que el problema central no radica en la escacez del recurso, sino en  la calidad. Se estima en 10.0000 millones de Euros anuales durante ocho años  la inversión mundial necesaria para solucionar el problema, lo que representa el 1 % del presupuesto militar vigente en el mundo. 

En este contexto es preciso tener presente lo establecido por el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) en tanto ha definido taxativamente: el  derecho al agua  consiste en un aprovisionamiento suficiente, físicamente accesible y a un costo viable, de agua salubre y de calidad aceptable para el uso personal y doméstico de cada uno”. Al respecto se ha sostenido   que “el derecho al agua forma parte claramente de las garantías fundamentales para asegurar un nivel de vida ssatisfactorio, sobre todo porque se trata de uno de los elementos esenciales para la supervivencia...Asimismo, debería ser considerado  junto con los demás derechos asentados en la Declaración Internacional de los Derechos del Hombre  en primer lugar el derecho a la vida y la dignidad”

En el sistema constitucional de nuestro país,  debemos tener presente el 

artículo 75 inc 22 en tanto le reconoce jerarquía constitucional al Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales que expresamente prevé en su artículo 11 “...Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vivienda y vestidos adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia...”

Ahora bien, planteado el escenario político y  económico de los modelos de prestación del servicio de agua potable y saneamiento que coexisten en Argentina, y descripto el derecho al agua como “derecho fundamental cuando no humano”,  avanzaremos al tercer punto de análisis: ¿que instrumentos jurídicos existen y/o debieran legislarse a los fines de garantizar el agua saludable a nuestra población en un marco equitativo, razonable y justo? ¿Cuál es el alcance del rol del estado ? 

CARACTERIZACIÓN DEL MONOPOLIO  :
ASPECTOS JURÍDICOS Y ECONÓMICOS
Enseña Jorge Eduardo Bustamante (1993)
 que “el moderno análisis institucional de la economía permite comprender que el mercado y el estado son mecanismos imperfectos para solucionar problemas de control social, donde cada uno tiene ámbitos de mejor funcionamiento”. 

En el caso que venimos estudiando, los límites entre la acción estatal y el mercado se encuentran difusos, sobre todo a partir de la impronta neoliberal de la década anterior. Ahora bien ¿qué sucede cuando el monopolio recae sobre un bien preferente? ¿Cuál es el papel del estado, incluso cuando él mismo comanda el servicio? ¿Requiere de mecanismos de control a los efectos de evitar abusos de posición?

Hemos venido sosteniendo que el servicio de agua se presta en condiciones de monopolio; ahora bien: ¿qué significa tal  apreciación? ¿A qué nos referimos con “monopolio? Y en caso ¿a cuál clase de monopolio nos referimos?

Pues bien, sabido es  que un mercado  monopólico es aquel que por determinadas circunstancias se limita a tener un solo oferente de cierto bien o servicio. El monopolio es considerado disvalioso desde el momento en el que facilita el abuso del actor fuerte del mercado contra los intereses de los usuarios y consumidores, e incluso contra potenciales consumidores. 

En el caso específico del mercado de agua potable el monopolio es de tipo natural, una de las denominadas “fallas del mercado”.

En términos puramente económicos, el monopolio natural se caracteriza porque el costo marginal es menor que el costo medio promedio; es decir que alcanzando cierto volumen de producción (economía a escala) los costos disminuyen. Consecuentemente el mercado es más eficiente en la medida en la que cuenta con un solo oferente. 

La doctrina ha elaborado las siguientes notas distintivas del monopolio natural, a saber: a)elevada inversión de capital b)producción de bienes considerados de primera necesidad (p.e. agua potable) c)imposibilidad de almacenamiento en casos de baja demanda d)necesidad de una conexión física (cañerías o alguna red) y e)mercado atractivo para obtener rentas. 

En un sentido más amplio se considera monopolio natural también a aquel en donde la producción de una sola empresa representa costos menores que la producción de varias empresas por separado.

La regulación de un mercado natural implica un desafío toda vez que no sólo  se deberá proteger a los usuarios en materia de tarifas, calidad y cantidad del servicio ofrecido, sino que además se debe tutelar a la empresa  prestataria, evitando la entrada de competidores que desmembren el mercado. 

Se “regula” un mercado natural a los efectos de que éste subsista, a la inversa de los monopolios artificiales en los que se regula a los efectos de facilitar la entrada de competidores y favorecer así la competencia. 

Esta situación se presenta claramente en los diversos contratos de concesión, que generalmente prevén cláusulas expresas de exclusividad sobre las áreas otorgadas para la explotación del servicio. Así por ejemplo, el contrato existente entre el Estado de la Provincia de Corrientes y la empresa prestararia  una cláusula de exclusividad a favor de la concesionaria, otorgándole a su vez prioridad en el caso de que el estado provincial decida ampliar los servicios a áreas excluidas dentro de las zonas concesionadas. En el caso de rechazo o silencio de la empresa, la administración  podrá asignar la concesión a otro particular.

           En relación a este punto central en la discusión es interesante resaltar la

posición del Profesor Gordillo 
cuando explica que el servicio público puede estar concedido bajo un régimen de monopolio o no. En el primer caso corresponde al Congreso tal determinación que ha de implicar consecuentemente la aplicación de un régimen jurídico propio del  subsistema derecho público.

Expresamente la Constitución prevé en su artículo 42 la libertad de elección  de usuarios y consumidores y la protección contra monopolios naturales y legales. Puntualmente prescribe: Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

En materia de monopolios el citado artículo 42 representa un mandato Constitucional terminante, una directríz jurídica y económica de gran impacto en la materia que nos ocupa, estableciéndose la obligación estatal de controlar los monopolios legales y naturales, tal como el caso del agua potable. 

Enseña la Profesora María Angélica Gelly (2006) 
 que el texto constitucional tiene como antecedente la constitución española y que la protección a los usuarios comprende dos campos perfectamente diferenciados pero estrechamente relacionados: derechos patrimoniales (intereses económicos, derecho a no sufrir daños, trato equitativo y digo) y derechos personales (salud, educación, información  y participación)

Asimismo  al existir un monopolio legal o natural por definición no hay competencia. Existe lo que da en llamarse posición dominante en el mercado..

La cuestión radica en determinar si a los monopolios existentes en la prestación de los servicios públicos, rigen los principios, normas y conceptos propios del derecho de defensa de la competencia. Adelantamos nuestra posición sosteniendo que no solo corresponde tal aplicación, sino que es necesaria. 

La ley 25156 expresa que hay posición dominante de una o más personas cuando para un determinado tipo de producto o servicio es la única oferente o demandante dentro del mercado nacional, en una o varias partes del mundo o cuando sin ser la única no está expuesta a una competencia sustancial.

La posición dominante se asimila a la idea de poder de mercado, que cuando se ejerce puede tornarse abuso de la posición dominante.

En la legislación de la Comunidad Europea,  el abuso de posición dominante es un concepto objetivo que incluye  acciones que pueden clasificarse en  conductas distintas, aunque parcialmente superpuestas.

A) Conductas cuyo efecto económico es reducir aun más o impedir una competencia efectiva en el mercado Común o una parte sustancial del mismo: prácticas de exclusión como quita de suministro, discriminación de precios o fijación de precios ruinosos.

B) Conductas que son desleales o no razonables hacia aquellas personas que dependen de la empresa dominante para el suministro o compra de los bienes o servicios de que se trate: casos de explotación de proveedores y consumidores.

Necesariamente los mecanismos jurídicos regulatorios del mercado de agua  deberán  contemplar estructuras o andamiajes que posibiliten y efectivicen el control del monopolio, evitándose las conductas “abusivas” por parte de los actores con mayor poder en el mercado.

Son más que necesarias para  fijación de las tarifas conforme criterios de justicia y razonabilidad, sistemas de medición de calidad y cantidad del servicio y competencias expresas a los organismos pertinentes (entes reguladores) para la imposición de sanciones y controles administrativos y técnicos. 

Con respecto a la cuestión tarifaria un análisis puramente racional y económico del asunto nos señalará que la empresa –pública o privada- y los usuarios mantendrán una relación sostenible a través de la tarifa siempre que, en términos de teoría de juegos, a ningún jugador o grupo le convenga salirse del sistema. Esto es, que el usuario abone una tarifa proporcional al servicio, y que este sea brindado con eficiencia; de este modo habrá “equilibrio en el sistema”.

La cuestión de las tarifas es esencial, toda vez que al tratarse de un recurso preciado y su acceso un derecho humano, la cuantía de la tarifa no puede ser prohibitiva del bien.  Las tarifas deben permitir a la empresa privada una utilidad razonable que le posibilite afrontar las inversiones comprometidas y exigidas por el estado.  En definitiva, garantizar el servicio en calidad y cantidad.
Cuando el servicio está  a cargo de una empresa pública, las tarifas deberán cubrir o aproximarse a los costes, a los fines de no tornar deficitario al sistema. La cuestión no es sencilla, puesto que los usuarios no pagarán más tarifas si los servicios no mejoran en calidad y cantidad; ahora bien,  si las tarifas son muy bajas, no sólo que el estado deberá subsidiar el sistema sino que además  los usuarios no cuidarán debidamente el recurso agua. 

Coincidimos con Juan Carlos Cassagne
  (2006) cuando postula que no es posible determinar a priori la condición jurídica de las tarifas de los servicios públicos, toda vez que esta dependerá del régimen jurídico propio de cada servicio. Podrá ser un acto de alcance general emanado de la administración o bien la resultante de un contrato entre la administración y la eventual empresa prestataria. Lo cierto es que en condiciones de monopolio natural, la cuestión tarifaria es harto sensible, más aún si consideramos que tratamos el derecho al agua. 

Finalmente, destacamos que el eje de la tensión en pos de la “equidad del sistema”  pasa por determinar cuánta eficiencia estamos dispuestos a sacrificar a cambio de una más equitativa distribución de los bienes.

Las empresas, tanto pública como privadas, son organismos, que, en razón de ejercer su actividad sobre un recurso esencial,  deben articular igualdad y eficiencia.  La finalidad de estas compañías será siempre transformar el recurso en agua potable para el consumo humano en sus diversas formas “al menos costo posible” 

Al respecto sostienen en un interesante trabajo Héctor  Bravo Pérez y Juan Carlos Ramírez
 que una forma de responder a la tensión planteada   es recurriendo al concepto de “utilidad social”, estableciéndola como función  que represente los sacrificios de un individuo, transfiriéndola a otro con el fin de mantener la misma utilidad social. 

Ahora bien, no existe consenso entre los economistas sobre cuál función de utilidad representa mejor a  las preferencias de la sociedad. Podrían primar allí las ideas utilitaristas, que recurren a la suma de las utilidades individuales. 

Pues finalmente, lo cierto es que si queremos instituir políticas que promuevan la equidad se debe estar dispuesto a sacrificar eficiencia, distinguiéndose a través de fórmulas polinómicas tarifas horizontales o verticales, tomando como variable el agua consumida, si es que tal , puede ser considerada como medición de capacidad económica.  

TÉCNICAS  REGULATORIAS: FUNDAMENTOS. 
LOS ENTES REGULADORES COMO OPCIÓN
Descripta la estructura del mercado monopólico del agua y concluida la necesidad de su regulación,  nos detendremos en los siguientes párrafos analizando el fundamento y las modalidades en las técnicas intervencionistas por parte del estado. 

En primer término es preciso señalar que la regulación que el estado debe hacer de este particular mercado no tiene su fundamento en el denominado poder de policia, entendido como aquella atribución estatal en virtud de la cual se pueden limitar razonablemente los derechos individuales a los fines de garantizar, precisamente, el goce de tales derechos en una convivencia pacífica. Tradicionalmente, el poder de policia tenía fundamentos en materia de seguridad, moralidad e higiene; para luego, a lo largo del siglo XX extenderse con motivos económicos, sociales y de emergencia.

Desde nuestra posición, la potestad regulatoria del estado deriva del siguiente  hecho: los servicios públicos constituyen actividades esenciales que satisfacen necesidades públicas y que son titularidad  del estado a partir de su afectación (publicatio).  Coexisten un factor objetivo (actividad de interés general) y otro formal (una norma jurídica que afecta la actividad como servicio público). 
El agua, considerada un bien estratégico se constituye en un servicio público tuyo titular es el estado, y como consecuencia de ello, la prestación del servicio debe reunir, al menos, los siguientes caracteres: regularidad, obligatoriedad y continuidad. En el plano Nacional, por ejemplo,  el artículo segundo de  la Ley 26221 define como servicio público al agua potable y sanamiento. La estructura se reitera en los casos de las distintas provincias. 
Sostiene el profesor Roberto Dromi 
 que el estado puede efectuar la intervención en determinadas áreas de la vida social  desde dos modalidades Por un lado ésta puede ser directiva –de sentido orientador u ordenador- y por otro lado la intervención ha de ser directa puesto que es prestacional, a través de empresas públicas y del poder de policía.

La denominada intervención directa se puede dar a su vez por el estado o bien por medio de los particulares. Básicamente bajo formas de empresas.

Para el mencionado autor la República Argentina adopta un sistema de economía mixta de tipo bipartito: se conjugan la actividad pública con la participación privada. Así ha expresado que “…todo cercenamiento o condicionamiento al ejercicio de la libertad de empresa ha de venir impuesto por ley o en virtud de autorización expresa de ley sujeta siempre a  los límites de razonabilidad ...”  la garantía de la libertad de empresa y de la iniciativa privada contiene límites impuestos por el bien común y la dirección general de la economía que debe quedar en manos del estado”...

La creación de empresas públicas que participan en la economía, el traspaso al sector privado de otras, la regulación de las tarifas, la presión fiscal, los subsidios.   el control de la eficiencia en la prestación, constituyen aquellos instrumentos regulatorios que el estado puede utilizar. 


En este marco, con fundamento en el mandato Constitucional a través del articulo 42, 75 inc 18 y 19 –cláusula de prosperidad-  y el plexo de derechos sociales y de tercera generación expresamente reconocidos desde 1994, de modo complementario con los Tratados de Derechos Humanos (Art. 75 inc 22) el estado se encuentra suficientemente dotado de las prerrogativas  y atribuciones necesarias para ejercer actividad regulatoria en el monopolio natural del agua; garantizando claro está,  los derechos e intereses de todos los sectores.
 Al respecto podemos ilustrar lo que venimos sosteniendo recordando lo establecido en nuevo el preámbulo del marco regulatorio aprobado mediante Ley 26221 –para el caso del servicio en Buenos Aires y Conurbano- en tanto reza: “…El carácter de Derecho Humano de acceso al agua que se contempló en el Decreto Nº 303/06, es el principio que ilumina el presente Marco Regulatorio. La interpretación y aplicación de cualquiera de sus normas no podrá implicar el conculcamiento de tal derecho. La empresa Agua y Saneamientos Argentinos S.A. creada mediante Decreto Nº 304/06, debe asumir como objetivo primario asegurar la prestación del servicio de manera justa, eficiente y profesional; para lo cual se configuran los estímulos necesarios para que se lleve adelante una gestión prudente y adecuada de la empresa, que posibilite cumplir con equidad las metas a fin de satisfacer las necesidades sociales que deben ser cubiertas…”

Desde nuestra perspectiva, en una moderna práctica, en  esta compleja misión de regular sectores sensibles de la economía, el estado –nacional o provincial según el caso- deberá impulsar –siempre a través de normas de carácter legislativo- la creación de “entes reguladores” con competencias suficientes para ejercer las facultades de control y sanción  ante las prácticas abusivas e incumplimientos contractuales. 
Las decisiones administrativas de los entes deberían estar fuera del control del poder ejecutivo, funcionando como verdaderos órganos extra-poder, con autonomía, autarquía y autarcía. Por eso es fundamental que estos organismos posean la verdadera autonomía política, administrativa y financiera, que les permita desarrollar su misión plenamente.

Explican autores de la talla de Alberto Bianchi, que los entes reguladores, que en nuestro país han sido creados de modo disímil sin una norma madre que los legisle con uniformidad, consisten en “un estado dentro del estado” pues, a efectos de cumplir con sus fines tienen competencia para legislar –potestad reglamentaria- , administrar –fiscalizar y controlar- y gozan de facultades de tipo jurisdiccional –resolver conflictos, imponer sanciones etc- 

Ante el supuesto en el que el servicio se encuentre bajo la órbita directa del estado (empresa pública), somos partícipes de la idea de que también funcionen de igual modo los entes reguladores, garantizando la participación de usuarios directa e indirectamente en los procesos de tomas de decisiones. 


Así, los mecanismos de audiencias públicas y el pleno desarrollo de verdaderos entes reguladores  contribuirán a mejorar las condiciones  y dificultades que presentan los mercados de agua potable y saneamiento. 
Si bien no es el objeto del presente trabajo analizarlo, podemos citar que 

en la actualidad, mediante el nuevo sistema de prestación del servicio a nivel  Nación, se ha instrumentado el Ente Regulador de Agua y Saneamiento, cuyo objeto es controlar a la Empresa Estatal de Agua y Saneamiento, lo cual constituye una verdadera novedad jurídica. 

Asimismo, el nuevo régimen  ha previsto  la creación de dos órganos 
para la "planificación y regulación" del  servicio; un régimen de tarifa social para los usuarios de escasos recursos entes públicos que no abonan las facturas. Asimismo se prevé para  los clientes residenciales que no estén al día con sus pagos una "restricción del suministro", recibiendo un caudal limitado de agua por día. Los entes públicos pueden sufrir cortes de suministro en caso de mora.
En virtud de lo afirmado, parecería ser que la tendencia es garantizar que,  a pesar de las condiciones de monopolio natural explotado por un ente público, el servicio de agua potable y saneamiento alcance un estándar mínimo compatible con la calidad de  derecho humano antes descripto. 
No obstante lo descripto, es preciso destacar que   la experiencia nos señala que la realidad no se agota en la norma jurídica, más bien lo contrario, toda vez que el tiempo irá demostrándonos si el plexo de derechos y los valores inspiradores –equidad, eficiencia, justicia, economía- se tornan efectivos o no en el campo de la realidad. 
COLOFON
El estado fuerte es aquel que cumple satisfactoriamente sus fines. Por sí o a través de terceros pero siempre bajo su tutela y responsabilidad. 

El estado equitativo es aquel que garantiza a sus administrados condiciones de desarrollo humano adecuadas para la plena realización del individuo, entendido este como el fin último del aparato estatal en todas sus dimensiones. Si perdemos de vista este concepto madre, seguramente equivocaremos el sendero del crecimiento justo y equitativo. 

En este contexto,  el agua como derecho humano nuclea todas las aristas clásicas de un debate político profundo y enriquecedor: presencia de un estado sólido y eficiente,  su rol en la economía y la cuestión de valores omnipresentes tales como justicia, equidad y desarrollo armónico.

Los servicios públicos no constituyen, en la realidad Argentina, meras actividades de contenido económico y  técnico, sino que son instrumentos de nivelación social, herramientas de la equidad. En este contexto, el acceso al agua limpia constituye un derecho humano, introducido en el complejo mundo de lo jurídico y la economía. La regulación del monopolio, en el marco del respeto a los derechos y garantías de todos los actores del sistema, constituye un deber público.

Dotar al estado de  mecanismos ágiles, competentes, eficientes y eficaces es el desafío para asegurar condiciones de desarrollo humano dignas; realidad hasta  ahora inalcanzable para gran parte de nuestra sociedad; aquella injustamente  postergada. 
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